
Considerando que cuando se ha producido el evento que ori­
gina esta conversión jurídica, la concordancia que ha de existir 
entre el Registro y la realidad jurídica extra-registral permite 
el acceso a sus libros de la.nueva titularidad dominical, y así 
sucedió en el supuesto de hecho que motivó la resolución de 
este Centro de 20 de diciembre de 1977;

Considerando por el contrario, que en el presente caso, la 
desafectación de los terrenos y su conversión en bienes de pro­
piedad privada no aparece con la debida claridad de los docu­
mentos transcritos en los asientos regístrales ya que: a), si bien 
la primera inscripción de la finca realizada en 1006 se practicó 
en pleno dominio a favor de la Sociedad concesionaria e incluso 
se calificó a la finca inmatriculada como predio rústico, en 
los posteriores asientos' desaparece esta circunstancia que es 
sustituida por la de inscripción de concisión administrativa a 
favor de sus sucesivos titulares; b), la propia conducta de los 
titulares que vienen solicitando de la Administración las opor­
tunas autorizaciones cuando han pretendido transmitir la con­
cesión o transformar su objeto, pues tal conducta supone un 
reconocimiento implícito de no haberse producido la conversión 
en propiedad, que como se ha indicado no en todos los supues­
tos se produce y seguir sometido a las limitaciones impuestas 
a su tráfico jurídico asi como a la vigilancia administrativa y 
al control de destino que son propios del título concesiónal a 
perpetuidad;

Considerando que por todo lo expuesto no cabe que el Regis­
trador, y en base a una simple instancia del interesado pueda 
proceder a la conversión del contenido del asiento en otro de 
pleno dominio, dada la carencia de elementos que ofrece esta 
declaración unilateral y que como se ha indicado de los propios 
asientos regístrales no resulta, que cón la claridad debida que se 
haya producido la adquisición en pleno dominio de los terrenos 
desecados por su titular,

Esta Dirección General ha acordado revocar el auto apelado 
y confirmar la nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente original comunico 
a V. E. para su conocimiento, el del recurrente y efectos.

Madrid, 20 de junio de 1082.—El Director general, Francisco 
Mota. Pallarás.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Burgos.

MINISTERIO DE DEFENSA

20112 ORDEN 111/01821/1983, de 31 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 13 
de enero de 1983 en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don José Rego Gómez, Ca­
ballero Mutilado Permanente de guerra, Sargento 
de Artillería.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como Remandante, don José 
Regó Gómez, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada- y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 29 de noviembre de 1978 y 23 de Eebrero 
de 1970, se ha dictado sentencia con fecha 13 de enero de 1983 
cuya parte dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don José Regó Gómez, re­
presentado por el Procurador señor Isorna Casal, contra reso­
luciones del Ministerio de Defensa de 20 de noviembre de 1978 
y 23 de febrero de 1979, debemos declarar y declaramos no 
ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuen­
cia, las amulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en 
cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el 
complemento de destino por responsabilidad en la función, desde 
la fecha de la efectividad económica de su ascenso a Sargento, 
hasta lai entrada en vigor de la Ley 5/1970, de 11 de- marzo, 
condenando a la Administración al pago de_ las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora; de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
64/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a. YV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 31 de mayo de 1983 — P. D„ el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social. Federico Michavila 
Pallarés.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General 

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

20113 ORDEN 111/01822/1983, de 31 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 27 
de enero de 1983 en el recurso contencioso-admi- 
nistrativo interpuesto por don Juan Ramiro Sanz, 
Sargento de Infantería, Caballero Mutilado Perma­
nente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una como demandante, don Juan 
Ramiro Sanz, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 30 de enero y 20 de abril de 1979, se ha 
dictado sentencia con fecha 27 de enero de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso c^nten- 
cioso-administrativo interpuesto por don Juan Ramiro Sanz, con­
tra resoluciones del Ministerio de Defensa de 3Ó de enero y 20 
de abril de 1979, debemos declarar y declaramos no s'r las mis­
mas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las anu­
lamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio a dicvio 
recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento de 
destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de su 
efectividad económica en el empleo de Sargento, hasta la entrada 
en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando a la Ad­
ministración al pago de las cantidades que resulten, sin expresa 
imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase t'-stimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confiere 
el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 
54/1902, de 10 de marzo, dispongo que 'se cumpla en sus pro­
pios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico á VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid/ 31 de mayo de 1983 —P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

20114 ORDEN 111/01823/1983, de 31 de mayo, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 4 de 
febrero de 1983 en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Dámaso Francisco Blas, 
Sargento de la Legión, Caballero Mutilado Perma­
nente de guerra.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Dámaso 

'Francisco Blas, quien postula por sí mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defen­
dida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del Minis­
terio de Defensa de 14 de julio y 27 de octubre de 1978, se ha 
dictado sentencia con fecha 4 de febrero de 1983 cuya parte 
dispositiva es como sigue:

•Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por. don Dámaso Francisco Blas, 
representado por el Letrado señor Valcárce Valcnrce, contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 14 de julio y 27 de 
octubre de 1978, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y, en consecuencia, las 
anulamos, asimismo, parcialmente, reconociendo, en cambio, 
a dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el comole- 
mento de destino por responsabilidad en la función, desde la 
fc?cha de la efectividad económica en el empleo de Sargento, 
hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1978, de 11 de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

• Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.


